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Serie A:
 26 de mayo de 2009 Núm. 10-7PROYECTOS DE LEY

ENMIENDAS DEL SENADO

121/000010 Mediante mensaje motivado al Proyecto de Ley de control de precursores de 
drogas.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
Boletín Oficial de las Cortes Generales de las enmiendas 
del Senado al Proyecto de Ley de control de precursores 
de drogas, acompañadas de mensaje motivado.

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de mayo 
de 2009.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

Mensaje motivado

Se ha introducido una enmienda en el artículo 4 del 
Proyecto de Ley consistente en la adición de un nuevo 

apartado, con la finalidad de contemplar el caso de la 
suspensión, retirada o renovación de una licencia de 
actividad, en la materia a que se refiere el texto legisla-
tivo.

Asimismo se ha modificado el párrafo a) del artícu-
lo 14, para precisar la circunstancia que en el mismo se 
describe en relación con la graduación de las sancio-
nes.

Finalmente se ha modificado la disposición adicio-
nal segunda, estructurándola en dos apartados, de los 
que el apartado 2 es nuevo y se ha introducido para pre-
ver los oportunos instrumentos de colaboración y coor-
dinación con las Comunidades Autónomas en relación 
con las medidas previstas en este Proyecto de Ley.
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ENMIENDAS APROBADAS POR EL SENADOTEXTO REMITIDO POR EL CONGRESO
DE LOS DIPUTADOS

PROYECTO DE LEY DE CONTROL
DE PRECURSORES DE DROGAS

Preámbulo

El artículo 12 del Convenio de las Naciones Unidas 
contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas, adoptado en Viena el 19 de diciembre de 
1988, del que España es parte, contempla la adopción 
de medidas adecuadas para controlar la fabricación y 
distribución de precursores entre los Estados miem-
bros. 

Estas sustancias químicas, que se desvían de su 
curso legal y se utilizan para la elaboración de distintos 
tipos de drogas, se producen fundamentalmente en paí-
ses desarrollados, motivo por el cual dichos países 
adquieren compromisos derivados de la adhesión a 
Convenios Internacionales como el mencionado, a tra-
vés de los cuales adoptan normativas y legislan para 
conseguir una armonización adecuada y eficaz, que 
facilite el control de los precursores desde su fabrica-
ción hasta su destino final, al objeto de evitar su desvío 
para fines ilícitos.

Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que dichas 
sustancias se destinan fundamentalmente a la fabrica-
ción industrial de importantes derivados muy corrientes 
y necesarios en nuestra sociedad y que, por lo tanto, su 
control debe dirigirse únicamente a evitar su desvío 
para la elaboración ilícita de drogas, sin interferir en el 
normal funcionamiento de su fabricación y comercio.

En el ámbito de la Unión Europea, el establecimien-
to de medidas adecuadas a tal fin ha venido desarro-
llándose a través de Reglamentos y de Directivas, que 
han desembocado en disposiciones nacionales, como 
es, en el caso español, la Ley 3/1996, de 10 de enero, 
sobre medidas de control de sustancias químicas cata-
logadas susceptibles de desvío para la fabricación ilíci-
ta de drogas, así como su Reglamento de desarrollo, 
aprobado por el Real Decreto 865/1997, de 6 de junio.

El Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión 
Europea, tras la evaluación de las experiencias y logros 
obtenidos en materia de control de precursores de dro-
gas, y sin olvidar en ningún momento que, en principio, 
el comercio de las sustancias empleadas en la industria 
química y farmacéutica es legal, ha llegado a la conclu-
sión de que es más adecuado en este momento un 
Reglamento, que garantice la aplicación directa de nor-
mas armonizadas, en lugar de utilizar como instrumen-
to normativo una Directiva, máxime tras la ampliación 
del número de miembros de la Unión Europea a 27 
Estados.

Por ello, el Parlamento Europeo y el Consejo de la 
Unión Europea han aprobado el Reglamento (CE) 
273/2004, de 11 de febrero, sobre precursores de dro-
gas; el Reglamento (CE) 111/2005, del Consejo, de 22 
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de diciembre de 2004, por el que se establecen normas 
para la vigilancia del comercio de precursores de dro-
gas entre la Comunidad y terceros países; y el Regla-
mento (CE) 1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio, 
por el que se establecen normas de aplicación de los 
dos primeros.

Si bien dichos Reglamentos son de carácter obliga-
torio en todos sus elementos y directamente aplicables 
en los Estados miembros, éstos ordenan a cada Estado 
determinar el régimen de sanciones aplicables a las 
infracciones a cada uno de estos Reglamentos, así como 
adoptar las medidas necesarias para garantizar su apli-
cación. Las sanciones que, en su caso, se prevean debe-
rán ser eficaces, proporcionadas y disuasorias.

En cumplimiento de dicho mandato se ha elaborado 
esta Ley cuyo contenido se limita a regular aquellos 
aspectos esenciales para poder aplicar en nuestro país 
las medidas que se recogen en cada uno de los tres 
Reglamentos comunitarios y poder sancionar todo 
hecho contrario a las obligaciones contenidas en los 
mismos.

La Ley se divide en tres Capítulos, cinco Disposi-
ciones Adicionales, una Derogatoria y cuatro Disposi-
ciones Finales.

En el Capítulo I se define como objeto de la Ley 
establecer el sistema de otorgamiento de licencias de 
actividad, así como el régimen de sanciones que será de 
aplicación en caso de infracción de las disposiciones 
contempladas en los referidos Reglamentos.

En este sentido la Ley se inserta en el artículo 
149.1.10.ª y 29.ª de la Constitución que asigna al Esta-
do competencia exclusiva en materia de comercio exte-
rior, aduanas y seguridad pública.

El Ministerio del Interior y el Ministerio de Econo-
mía y Hacienda serán las autoridades competentes, en 
relación con el incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en los Reglamentos comunitarios, en el 
ámbito de sus respectivas competencias.

En el Ministerio del Interior existirá un Registro 
General de Operadores de Sustancias Químicas Catalo-
gadas y, en el Ministerio de Economía y Hacienda, 
existirá un Registro de Operadores de Comercio Exte-
rior de Sustancias Químicas Catalogadas. 

Ambos Registros serán únicos para todo el territorio 
nacional, lo que supone una novedad respecto al Regis-
tro General. 

Las licencias de actividad se concederán por el 
Ministerio del Interior para las operaciones intracomu-
nitarias y por el Ministerio de Economía y Hacienda 
para las operaciones extracomunitarias.

El Capítulo II está dedicado a las infracciones, rela-
cionándose todos aquellos hechos que puedan ser cali-
ficados como infracciones graves o muy graves a las 
obligaciones establecidas por los Reglamentos comuni-
tarios. 

Se determinan sus respectivos plazos de prescrip-
ción que será a los 4 años, 2 años y 1 año, para las 
infracciones muy graves, graves y leves respectivamen-
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te, a contar desde el día en que la infracción se hubiera 
cometido o en el caso de una actividad continuada 
desde la finalización de la actividad o la fecha del últi-
mo acto con el que la infracción se consume.

Se rebaja de cinco años a cuatro el plazo para las 
infracciones muy graves, y se amplía el plazo de las 
infracciones leves de seis meses a un año.

El Capítulo III se refiere a las sanciones que podrán 
ser de multa cuando se imponga por infracciones leves 
o, en el caso de infracciones graves o muy graves, podrá 
imponerse, de forma conjunta o alternativa, las sancio-
nes de multa o la suspensión de la licencia o licencias 
de actividad por el período de tiempo que se determine 
y, en el caso de las muy graves, además la retirada de la 
licencia.

Siguiendo la recomendación de la Unión Europea a 
los Estados miembros en el sentido de disponer en sus 
normativas nacionales en la materia de un régimen san-
cionador que garantice su aplicación y que responda a 
los principios de eficacia, proporcionalidad y disuasión, 
se ha aplicado una rebaja sustancial del importe de las 
multas, así como del tiempo de suspensión de la licen-
cia de actividad.

Asimismo, la dualidad multa/suspensión o retirada 
se mantiene, pero ahora bien de forma conjunta o bien 
de forma alternativa.

Además se incluyen varios preceptos en relación 
con el procedimiento sancionador, como la posibilidad 
de adoptar medidas provisionales, la competencia para 
imponer las sanciones o su publicidad.

También se establecen aquellos supuestos en los que 
la sanción que se imponga por la comisión de alguna de 
las infracciones tipificadas en la Ley, conlleva el comi-
so de determinados bienes, efectos o instrumentos, e 
incluso la posible enajenación de los mismos, tanto por 
la autoridad administrativa, ya sean los Ministros o los 
Secretarios de Estado a los que esta Ley les reconoce 
esta competencia, como por la autoridad judicial en el 
supuesto de que se interponga recurso contencioso-
administrativo contra las resoluciones dictadas por esas 
autoridades administrativas.

Las cinco Disposiciones Adicionales atienden a los 
regímenes especiales, la promoción de la colaboración 
voluntaria, el destino de las multas y ganancias deco-
misadas, el deber de colaboración de autoridades y 
funcionarios, y el intercambio de información interna-
cional.

La Disposición Transitoria Única establece un plazo 
de tres meses para que los Registros Delegados, al que-
dar suprimidos, transfieran todos los datos de que dis-
pongan al Registro General de Operadores de Sustan-
cias Químicas Catalogadas, al ser único en todo el 
territorio nacional.

La Disposición Derogatoria Única deroga expresa-
mente la Ley 3/1996, de 10 de enero.

Las cuatro Disposiciones Finales se refieren al título 
competencial en virtud del cual se dicta la presente Ley, 
a la autorización al Gobierno para la actualización de 
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las sanciones, así como para dictar las normas necesa-
rias para su desarrollo reglamentario, y, por último, a su 
entrada en vigor.

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

El objeto de esta Ley es establecer el sistema de 
otorgamiento de licencias de actividad, así como el 
régimen sancionador aplicable en caso de infracción de 
las disposiciones contempladas en el Reglamen-
to 273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 11 de febrero, sobre precursores de drogas; el Regla-
mento 111/2005, del Consejo, de 22 de diciembre
de 2004, por el que se establecen normas para la vigilan-
cia del comercio de precursores de drogas entre la Comu-
nidad y terceros países; y el Reglamento 1277/2005, de 
la Comisión, de 27 de julio, por el que se establecen 
normas de aplicación de los dos anteriores. 

Artículo 2. Autoridades competentes.

A los efectos de esta Ley serán autoridades compe-
tentes:

a) El Ministerio de Economía y Hacienda en rela-
ción con el incumplimiento de las obligaciones estable-
cidas en el Reglamento 111/2005, del Consejo, de 22 
de diciembre de 2004.

b) El Ministerio del Interior en relación con el 
incumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
Reglamento 273/2004, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 11 de febrero.

El Reglamento 1277/2005, de la Comisión, de 27 de 
julio, que tiene carácter complementario de los anterio-
res, se aplicará por cada Ministerio en función de la 
distribución de competencias expresada en los párrafos 
anteriores.

Artículo 3. Registros de Operadores.

1. En el Ministerio del Interior existirá un Regis-
tro General de Operadores de Sustancias Químicas 
Catalogadas en el que se inscribirán en la forma que se 
determine reglamentariamente, las personas físicas
y jurídicas que realicen operaciones con sustancias
catalogadas, conforme se establece en el Reglamen-
to 273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 11 de febrero.

2. En el Ministerio de Economía y Hacienda exis-
tirá un Registro de Operadores de Comercio Exterior 
de Sustancias Químicas Catalogadas en el que se ins-
cribirán en la forma que se determine reglamentaria-
mente, las personas físicas y jurídicas que realicen ope-
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3. Para suspender, retirar o renovar una licen-
cia de actividad, se atenderá a lo dispuesto en el 
Reglamento 1277/2005 de la Comisión, de 27 de 
julio, y en el Reglamento 111/2005 del Consejo,
de 22 de diciembre de 2004.

raciones con sustancias catalogadas conforme se 
establece en el Reglamento 111/2005, del Consejo,
de 22 de diciembre de 2004, y en el Reglamento 
1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio.

3. Ambos Registros serán únicos para todo el terri-
torio nacional. 

4. Cualquier modificación de los datos que cons-
ten en dichos Registros que se produzca durante el 
tiempo que dure la actividad o actividades para las que 
se hayan inscrito, deberá comunicarse al mismo en el 
plazo de quince días a contar desde el momento en que 
se haya producido.

Artículo 4. Licencias de actividad.

1. Las licencias de actividad se concederán por el 
Ministerio del Interior para las operaciones que así lo 
requieran conforme a lo dispuesto en el Reglamen-
to 273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 11 de febrero, y por el Ministerio de Economía y 
Hacienda para las operaciones que así lo requieran con-
forme a lo dispuesto en el Reglamento 111/2005, del 
Consejo, de 22 de diciembre de 2004, y tendrán la 
vigencia que reglamentariamente se determine.

2. Para obtener una licencia de actividad se estará 
a lo dispuesto en el Reglamento 1277/2005, de la Comi-
sión, de 27 de julio.

CAPÍTULO II

De las infracciones

Artículo 5. Infracciones en materia de precursores de 
drogas.

1. Constituyen infracciones administrativas en 
materia de precursores de drogas las acciones y omisio-
nes, incluso a título de simple negligencia, que sean 
contrarias a las obligaciones y deberes establecidos en 
el Reglamento 273/2004, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 11 de febrero; en el Reglamento 111/2005, 
del Consejo, de 22 de diciembre de 2004; y en el Regla-
mento 1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio.

2. Serán responsables de las infracciones adminis-
trativas en materia de precursores de drogas las perso-
nas físicas o jurídicas que por acción u omisión incu-
rran en los supuestos tipificados como infracciones.

Artículo 6. Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves los incumplimientos 
de las obligaciones recogidas en el Reglamento 
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273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
11 de febrero, en el Reglamento 111/2005, del Conse-
jo, de 22 de diciembre de 2004, y en el Reglamento 
1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio, siempre que 
no constituyan infracciones graves o muy graves, con-
forme a lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 7. Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves las siguientes con-
ductas:

a) No comunicar en la forma que se establezca 
reglamentariamente, las modificaciones de los datos 
que deban constar en el Registro General de Operado-
res de Sustancias Químicas Catalogadas o en el Regis-
tro de Operadores de Comercio Exterior de Sustancias 
Químicas Catalogadas.

b) No designar a un agente responsable del comer-
cio de sustancias catalogadas cuando dicha designación 
sea preceptiva.

c) Suministrar sustancias catalogadas de la Cate-
goría 1 del Anexo I del Reglamento 273/2004, del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero, o del 
Reglamento 111/2005, del Consejo, de 22 de diciembre 
de 2004, sin comprobar de modo diligente que la perso-
na física o jurídica destinataria de las mismas posee 
licencia de actividad para operar con tales sustancias.

d) No obtener de los clientes la declaración de uso 
o usos específicos de las sustancias catalogadas sumi-
nistradas.

e) Incumplir las obligaciones relativas a la documen-
tación que deba acompañar a las operaciones con sustan-
cias catalogadas, así como en lo referido a su etiquetado.

f) No informar inmediatamente a las autoridades 
competentes acerca de los pedidos y transacciones de 
sustancias catalogadas, sobre los que se tenga certeza o 
sospecha razonable de que dichas sustancias pueden 
desviarse hacia la fabricación ilícita de estupefacientes 
o de sustancias psicotrópicas.

g) Carecer de las medidas de protección o de los 
protocolos de actuación para la realización de activida-
des con sustancias catalogadas, en la forma que se 
determine reglamentariamente, sin que dichas caren-
cias hubiesen dado lugar a la sustracción o retirada no 
autorizada de sustancias catalogadas. 

Artículo 8. Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves de las obliga-
ciones impuestas por la presente Ley las siguientes 
conductas:

a) Realizar actividades con sustancias catalogadas 
sin haber obtenido la inscripción en el Registro General 
o en el Registro de Operadores de Comercio Exterior 
de Sustancias Químicas Catalogadas requerida para 
tales actividades. 
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b) Realizar actividades con sustancias catalogadas 
sin haber obtenido la licencia de actividad requerida, en su 
caso, para tales actividades o habiendo sido suspendida o 
habiendo expirado el plazo de vigencia de la misma. 

c) Aportar datos o documentos, falsos o manifies-
tamente inexactos, para obtener la inscripción en el 
Registro General o en el Registro de Operadores de 
Comercio Exterior de Sustancias Químicas Cataloga-
das o para obtener una licencia de actividad.

d) Suministrar sustancias catalogadas de la Cate-
goría 1 del Anexo I del Reglamento 273/2004, del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero, o del 
Reglamento 111/2005, del Consejo, de 22 de diciem-
bre, a sabiendas de que la persona física o jurídica des-
tinataria de las mismas carece de la licencia de activi-
dad para operar con tales sustancias.

e) La resistencia, obstrucción, o negativa a las 
actuaciones de los órganos de la Administración que 
resulten competentes en cada caso y, en particular:

— No facilitar el examen de documentos, informes, 
antecedentes, libros, registros, ficheros, facturas, justi-
ficantes y asientos de contabilidad principal o auxiliar, 
programas y archivos informáticos, sistemas operativos 
y de control, y cualquier otro dato con trascendencia 
para el control.

— Negar o impedir indebidamente la entrada o per-
manencia en fincas o locales a los funcionarios autori-
zados de la Administración o el reconocimiento de 
locales, máquinas, instalaciones y explotaciones que se 
utilicen para el desempeño de actividades en relación 
con las sustancias catalogadas.

— No atender algún requerimiento debidamente 
notificado.

f) Realizar operaciones con sustancias catalogadas 
sobre las que se tenga certeza o sospecha razonable de 
que dichas sustancias pueden desviarse hacia la fabri-
cación ilícita de estupefacientes o de sustancias psico-
trópicas, sin haber notificado tal certeza o sospecha a 
las autoridades competentes, o antes de que éstas hayan 
respondido a la notificación previa del operador.

g) Carecer de las medidas de protección o de los 
protocolos de actuación para la realización de activida-
des con sustancias catalogadas, en la forma que se 
determine reglamentariamente, siempre que tales caren-
cias hubiesen dado lugar a la sustracción o retirada no 
autorizada de sustancias catalogadas.

h) Realizar actividades con sustancias catalogadas 
sin la autorización de exportación o sin la autorización 
de importación cuando fueran preceptivas o si hubiese 
expirado el período de validez de las mismas.

i) Realizar acciones tipificadas como graves cuan-
do durante los cinco años anteriores el sujeto infractor 
hubiera sido condenado en sentencia firme por un deli-
to contra el tráfico ilícito de drogas, tipificado en el 
Código Penal, o sancionado en firme al menos por dos 
infracciones administrativas graves de las establecidas 
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en la presente Ley. En este supuesto en ningún caso se 
podrá tener en cuenta la reincidencia como criterio para 
graduar la sanción a imponer. 

Artículo 9. Concurso con otros procedimientos.

1. No podrán sancionarse con arreglo a esta Ley 
las conductas que lo hubieran sido penal o administrati-
vamente, cuando se aprecie identidad de sujeto, hecho 
y fundamento.

2. Cuando los hechos motivo del expediente pudie-
ran ser constitutivos de delito, se ordenará, si se hubiese 
incoado, la suspensión del procedimiento sancionador, 
dándose traslado de aquéllos al Ministerio Fiscal. Ter-
minado el procedimiento penal se reanudará la tramita-
ción del procedimiento sancionador contra los sujetos 
obligados que no hubiesen sido condenados en vía 
penal. No podrá reanudarse el procedimiento adminis-
trativo sancionador sobre los mismos fundamentos ya 
considerados en el proceso penal. La resolución que se 
dicte deberá respetar en todo caso la declaración de 
hechos probados en dicho procedimiento penal.

Artículo 10. Prescripción de infracciones.

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los 
4 años, las graves a los 2 años y las leves al año.

2. El plazo de prescripción se contará desde la 
fecha en que la infracción hubiera sido cometida. En 
las infracciones derivadas de una actividad continuada 
la fecha inicial del cómputo será la de la finalización de 
la actividad o la del último acto con el que la infracción 
se consume. La prescripción se interrumpirá por la ini-
ciación, con conocimiento del interesado, del procedi-
miento sancionador, volviendo a correr el plazo si el 
expediente quedara paralizado durante un mes por 
causa no imputable a aquéllos contra quienes se dirija. 
También se interrumpirá por la iniciación de un proce-
so penal por los mismos hechos, o por otros cuya sepa-
ración de los sancionables con arreglo a esa Ley sea 
racionalmente imposible.

CAPÍTULO III

De las sanciones y del procedimiento sancionador

Artículo 11. Sanciones por infracciones leves.

Las infracciones leves serán sancionadas con multas 
desde 300 euros hasta 600 euros.

Artículo 12. Sanciones por infracciones graves.

Las infracciones graves serán sancionadas, de forma 
conjunta o alternativa con:

a) Multas desde 601 euros hasta 6.000 euros.
b) Suspensión de la licencia o licencias de activi-

dad por un período de hasta seis meses.
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a) El riesgo para la salud pública y el daño causa-
do a la salud de los ciudadanos, en su caso, como 
consecuencia de la infracción.

Artículo 13. Sanciones por infracciones muy graves.

Las infracciones muy graves serán sancionadas, de 
forma conjunta o alternativa con:

a) Multas desde 6.000 hasta 60.000 euros.
b) Retirada de la licencia o licencias de actividad 

o la suspensión de las mismas por un período de hasta 
cinco años. La retirada de la licencia conllevará la can-
celación de la inscripción en el Registro General de 
Operadores de Sustancias Químicas Catalogadas o en 
el Registro de Operadores de Comercio Exterior de 
Sustancias Químicas Catalogadas, correspondiente.

Artículo 14. Graduación de las sanciones.

Las sanciones aplicables en cada caso por la comi-
sión de infracciones se graduarán considerándose, ade-
más de los criterios establecidos en el artículo 131.3 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común, por:

a) El riesgo para la salud pública causado, en su 
caso, como consecuencia de la infracción.

b) El alcance de la sustracción o de la retirada no 
autorizada.

c) El volumen de actividad comercial del infractor 
con sustancias catalogadas. 

d) El beneficio ilícito obtenido, en su caso, como 
consecuencia de la infracción. 

e) Las sanciones firmes por infracciones graves o 
muy graves de las previstas en esta Ley impuestas al 
sujeto obligado en los últimos cinco años.

f) La reincidencia, por comisión u omisión, en el 
término de un año, de más de una infracción de la 
misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por 
resolución firme.

Artículo 15. Prescripción de las sanciones.

Las sanciones muy graves, graves y leves prescribi-
rán, respectivamente, a los 4 años, 2 años y 1 año, a 
contar desde el día siguiente a aquel en que hubiera 
adquirido firmeza la resolución por la que se impuso la 
sanción.

Artículo 16. Competencia para la imposición de san-
ciones.

1. Para la imposición de sanciones por la comisión 
de infracciones muy graves serán competentes los 
Ministros del Interior y de Economía y Hacienda en el 
ámbito de sus respectivas competencias. 

2. Para la imposición de sanciones por la comisión 
de infracciones graves y leves serán competentes el 
Secretario de Estado de Seguridad y el Secretario de 
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Estado de Hacienda y Presupuestos, en el ámbito de sus 
respectivas competencias.

3. Las resoluciones sancionadoras pondrán fin a la 
vía administrativa, siendo recurribles ante el orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo.

Artículo 17. Instrucción del procedimiento.

La iniciación e instrucción del procedimiento san-
cionador corresponderá a los Ministerios del Interior y 
de Economía y Hacienda, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, en la forma que reglamentariamente 
se establezca, y, en todo caso, de acuerdo con lo dis-
puesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 18. Adopción de medidas provisionales.

1. En cualquier momento de la instrucción del 
procedimiento sancionador por infracción grave o muy 
grave, el órgano competente que haya ordenado su 
incoación, podrá adoptar mediante acuerdo motivado 
las siguientes medidas de carácter provisional, de forma 
conjunta o alternativa:

a) La inmovilización de sustancias catalogadas 
relacionadas con la presunta infracción.

b) La suspensión temporal del ejercicio de activi-
dades con sustancias catalogadas. 

2. La adopción de tales medidas se comunicará a 
la mayor brevedad posible al órgano competente para 
imponer la sanción, quien, en el plazo de diez días hábi-
les desde que fueron acordadas, deberá ratificarlas o 
dejarlas sin efecto. Si no lo hiciera, las medidas se 
entenderán levantadas al finalizar este plazo. 

3. Las medidas provisionales adoptadas tendrán 
una duración máxima de tres meses en caso de infrac-
ción grave, y de seis meses en caso de infracción muy 
grave.

Artículo 19. Comiso y enajenación cautelar.

1. Toda sanción que se impusiere por la comisión 
de las infracciones tipificadas en esta Ley, llevará con-
sigo el comiso de los siguientes bienes, efectos e instru-
mentos:

a) Las mercancías que constituyan el objeto de la 
infracción.

b) Los materiales, instrumentos o maquinaria 
empleados en la fabricación, elaboración, transforma-
ción o comercio de las sustancias químicas catalogadas.

c) Las ganancias obtenidas, cualesquiera que 
sean las transformaciones que hubieran podido expe-
rimentar.

d) Cuantos bienes y efectos de la naturaleza que 
fueren, hayan servido de instrumento para la comisión 
de la infracción. 
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2. No se procederá al comiso de los bienes, efec-
tos e instrumentos mencionados en el apartado anterior, 
cuando éstos sean de lícito comercio y hayan sido 
adquiridos por un tercero de buena fe.

3. Incoado un procedimiento administrativo san-
cionador, podrán intervenirse los bienes o derechos que 
puedan ser objeto de comiso.

4. El órgano competente para acordar el comiso 
podrá disponer en cualquier momento del procedimien-
to la enajenación de los bienes o derechos intervenidos, 
en los supuestos siguientes:

a) Cuando su propietario haga expreso abandono 
de ellos, y 

b) Cuando su conservación pueda resultar peligro-
sa para la salud o seguridad pública o dar lugar a dismi-
nución importante de su valor. Se entenderán compren-
didos en este apartado las mercancías, géneros o efectos 
que sin sufrir deterioro material se deprecian por trans-
curso del tiempo.

El producto de la enajenación se depositará con las 
debidas garantías.

El acuerdo de enajenación pondrá fin a la vía admi-
nistrativa, se notificará a los interesados y será suscep-
tible de recurso.

5. Cuando por la interposición de un recurso admi-
nistrativo se acuerde la suspensión de las resoluciones 
sancionadoras que lleven consigo el comiso, podrá dis-
ponerse que con carácter cautelar se proceda a la enaje-
nación de los bienes o derechos intervenidos, en los 
supuestos del apartado anterior.

Artículo 20. Ejecución de las sanciones.

1. Las sanciones serán ejecutivas desde que se dicte 
la resolución que ponga fin a la vía administrativa.

2. Cuando la sanción sea de naturaleza pecuniaria, 
la autoridad que la imponga señalará el plazo para satis-
facerla, que no será inferior a quince días hábiles ni 
superior a treinta, pudiendo acordarse el fraccionamien-
to del pago, en la forma que se determine reglamenta-
riamente.

3. En los casos de suspensión temporal o retirada 
de una licencia de actividad, la autoridad sancionadora 
señalará un plazo de ejecución adecuado, que no será 
inferior a los quince días hábiles ni superior a treinta, 
previa audiencia de la persona física o del representante 
de la persona jurídica, titulares de la licencia y de los 
terceros que pudieran resultar afectados.

4. Para la ejecución forzosa de las sanciones se 
seguirá el procedimiento previsto en la normativa 
vigente.

Artículo 21. Publicidad de las sanciones.

Las resoluciones sancionadoras de los procedimien-
tos por infracciones muy graves se harán públicas por 
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1. El Gobierno promoverá convenios de colabora-
ción voluntaria entre la industria química y farmacéuti-
ca y los Departamentos ministeriales competentes, 
especialmente en lo relativo a las sustancias químicas 
no catalogadas, entendiéndose por tales cualquier sus-
tancia que haya sido identificada por ser utilizada en la 
fabricación ilícita de estupefacientes o de sustancias 
psicotrópicas.

2. Asimismo, se instrumentarán los mecanis-
mos de colaboración y los oportunos cauces de coor-
dinación con las Comunidades Autónomas para la 
puesta en práctica con eficacia de aquellas medidas 
previstas en esta Ley que deban, en su caso, llevarse 
a cabo por las policías autonómicas.

las autoridades competentes para imponer las sancio-
nes, una vez sean firmes en vía administrativa, en la 
forma que reglamentariamente se determine.

Disposición adicional primera. Especialidades de 
determinados operadores.

1. Deberán inscribirse en el Registro General de 
Operadores de Sustancias Químicas Catalogadas que 
se contempla en el apartado 1 del artículo 3 de esta Ley, 
las farmacias, los dispensarios de productos veterina-
rios, los laboratorios de las Fuerzas Armadas y de los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, y cualesquiera otros 
tipos de autoridades o instituciones que reglamentaria-
mente se determine, para el uso de las sustancias cata-
logadas de las Categorías 1 y 2 del Anexo I del Regla-
mento 273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 11 de febrero, en el ámbito de sus actividades profe-
sionales u oficiales.

2. También deberán obtener la licencia de activi-
dad a que se refiere el artículo 4 de esta Ley, las farma-
cias, los dispensarios de productos veterinarios, los 
laboratorios de las Fuerzas Armadas y de los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad, y cualesquiera otros tipos de 
autoridades o instituciones que reglamentariamente se 
determine, para el uso de las sustancias catalogadas de 
la Categoría 1 del Anexo I del Reglamento 273/2004, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febre-
ro, en el ámbito de sus actividades profesionales u ofi-
ciales.

3. Las farmacias, los dispensarios de productos 
veterinarios, las aduanas, los laboratorios de las Fuer-
zas Armadas y de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad y 
cualesquiera otros tipos de autoridades o instituciones 
que reglamentariamente se determine, estarán exentos 
de las obligaciones que se determinan en el Reglamen-
to 1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio.

Disposición adicional segunda. Promoción de la cola-
boración voluntaria.

El Gobierno promoverá convenios de colaboración 
voluntaria entre la industria química y farmacéutica y 
los Departamentos ministeriales competentes, especial-
mente en lo relativo a las sustancias químicas no catalo-
gadas, entendiéndose por tales cualquier sustancia que 
haya sido identificada por ser utilizada en la fabrica-
ción ilícita de estupefacientes o de sustancias psicotró-
picas.
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Disposición adicional tercera. Destino de las multas y 
de las ganancias decomisadas.

Al importe de las multas y de las ganancias decomi-
sadas, acordadas en la resolución sancionadora, se les 
dará el destino previsto en la Ley 17/2003, de 29 de 
mayo, por la que se regula el Fondo de bienes decomi-
sados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos rela-
cionados.

Disposición adicional cuarta. Deber de colaboración 
de autoridades y funcionarios. 

Sin perjuicio de lo establecido en las leyes penales y 
en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, toda autoridad o 
funcionario, incluidos los de arancel, que descubran 
hechos que puedan constituir indicios o pruebas de des-
vío ilícito de sustancias químicas catalogadas, deberán 
informar de los mismos a las autoridades competentes. 

El incumplimiento de esta obligación por los fun-
cionarios públicos podrá ser sancionado disciplinaria-
mente con arreglo a la legislación específica que les sea 
de aplicación. 

Disposición adicional quinta. Intercambio de infor-
mación internacional.

El intercambio de información con organismos 
internacionales y con otros Estados se condicionará a lo 
dispuesto en la normativa comunitaria, en los Conve-
nios y Tratados Internacionales o, en defecto de los 
anteriores, al principio general de reciprocidad, así 
como al sometimiento de dichas autoridades extranje-
ras a las mismas obligaciones de secreto profesional 
que rigen para las españolas.

Disposición transitoria única. Traspaso de datos al 
Registro General de Operadores de Sustancias Quí-
micas Catalogadas.

Los Registros Delegados transferirán todos los datos 
de que dispongan al Registro General de Operadores de 
Sustancias Químicas Catalogadas que se regula en el 
artículo 3.1 de esta Ley, en el plazo de tres meses desde 
su entrada en vigor.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogada la Ley 3/1996, de 10 de enero, 
sobre medidas de control de sustancias químicas cata-
logadas susceptibles de desvío para la fabricación ilíci-
ta de drogas, y cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango se opongan a lo establecido en esta Ley.

Disposición final primera. Título competencial.

La presente Ley se dicta al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 149.1.10.ª y 29.ª de la Constitución espa-
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ñola, que atribuye al Estado la competencia exclusiva 
en materia de régimen aduanero, comercio exterior y 
seguridad pública.

Disposición final segunda. Actualización de las san-
ciones.

Se autoriza al Gobierno para que, mediante Real 
Decreto, actualice la cuantía de las sanciones pecunia-
rias previstas en la presente Ley, de acuerdo con las 
variaciones del Índice de Precios al Consumo.

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.

El Gobierno, a propuesta de los Ministros del Inte-
rior y de Economía y Hacienda, aprobará las normas 
necesarias para su desarrollo reglamentario.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.
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